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ASUN'TO

Recurso de agravio constitucional interpueslo por don Dionicio Ramos Cabrcra
contra la resolución de fojas 95, de f¿cha 5 dc julio de 2017. expedida por la Cuarta Sala
Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, que declaró i¡nprocedente la demanda dc
alttos.

FUNDAMENTOS

l. Dn la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTI'I'UCIONAL

l.irna. 5 de noviembre de 20I I

Pcruano el 29 de agosto dc 2014. este Tribunal establcció, en el
to 49. con carácter de precedente, quc se expedirá sentencia intcdoculoria

toria, diclada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes
upuestos. que igualmente están contenidos en el aftículo I I dcl Reglamenlo

Normat;vo dcl'l ribunal Constitlrcional

a)
b)

Carczca de lundarnentación la supuesta vulneración que se invoque.
L,a cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
I-a clrestión de Derecho invocada contradiga un prccedeote del Tribunal
Constitucional.
Sc haya decidido de manera dcscsti¡naloria en casos susmncialmenle iguales.

2. Eo el prcsenle caso, el actor solicita que se le otorgue pensió¡r de iubilació¡ del
Égimcn general dentro de los alcances del Decreto Ley 19990; sin ernbargo, la
docunlentación presentada por el aclot para acreditar aportaciones no es suficiente
ni idónca. un efecto, delcertiflcado de trabajo de Y M. Miloslavic SA se desprende
quc laboró del 14 de abril dc 1966 hasta el 22 de diciembre de 1967 (l ll0 det
expedicntc ad¡ninistrativo cn versión digital), período que se oorrobora con cl
documento dc la l)irecoión General dc liabajo de lluánuco-Pucallpa sobre Ia
nómina dc obreros de la indicada empleadora y con el docümento del rol dc
vacaciores para obrelos del año 1967, quc incluyefl al demandantc con ltcha 8 de
mazo de 1967 (cuyas copias obran en el cxpcdienle adminiskalivo). con lo cual
acreditaria 8 meses y l5 días, lo que resLrlta insuficiente para otorgar la pcnsiurl
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soliciuda; de olro lado, para l¡ acredilación de los demás períodos no reconocidos
por la ONP, el actor adjunta copia legalizada del certificado dc traba.jo dc la
hacienda Cayhuayna-Huánuco, que consigna que laboró desde julio de 1952 hasta
el l5 de enero de 1966, lapso que ha sido parcial¡¡enle reconocido. documento
suscrito por la descendiente del propietario don Augusto Figueroa de Echevarria
(L 8 de1 expedienle administrativo en versión digital.), sin adjuntar documento
adicional c idóneo quc lo corrobore; asirnisDlo, presenta una declaración jurada del
rccurrcntc. docunlcnlo que no genera convicción, pues es una manifestación
unila¡eral del actor que no ¡csulta idónea para acredilar las aportaciones alegadas
(L 62 del expediente administrativo cn versión digital). Por consiguiente. no es
posible acreditar dichos pcríodos, pues conlraviene lo dispuesto en la sentencia
emitida en el Expedientc 04762-2007-PA/ lC q!re, con carácter de precedente,
establece las reglas para acrcditar pcriodos de apofaciones en el proceso de
arnparo. detallando los documentos idóneos pam tal fln.

Iln consecuencia, y de lo explrcsto en el lundamento 2 suprd. se veriflca quc el
presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo previs¡a en el
acápitc c) dcl fündamento 49 de la sentencia emirida en cl Expediente 00987-201,1"
PA/TC y en el inciso c) del artículo I I del Reglamcnto Normativo del Tribunal
Constitucio¡ral- I'or esta razón, corresponde declarar, sin más trá¡nite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal ConstitLrcional, con Ia autoridad que le
conflcrc la Conslitución Política del Perú, y 1a participació¡l del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia susc;tada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa.

RtrSUELVE

Declarar IMPROCEDIINTE el recurso de agravio constitucional

Publiquese y notillquese

SS,

MIII,ANDA CANALES
SAIi,DÓN DE TABOAD

u<, a/-

CT

IiSPINOSA-SAI,DAN
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VOTO SINGULAR DEL MAGIS'IRADO FERRERO COSTA

Con la potestad quc me otorga la Col1stitución, y con el mayor respeto por la pononcla

de mi colega magistrado, emito el p¡esentc voto singular, para expresar respetuosamente

clue disicnto del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014'PAITC,
SENTENCIA IN'IEI{LOCUTORIA DENEGAI'ORIA, poÍ los fundamentos que a

continuación expongo:
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EL TTUBUNAL CoNSTrrucroNAL coMo coRTE DE REVISIóN o FALLo Y No Df,

CASACIóN

La Conslilución de 1979 creó cl Tribunal de Garantías Constitt¡cionales como
instancia de casació¡ ,v la Constitución de 1993 convirtió al 'l ribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la crcación de un órgano ad roc, independiente del Podc¡
Judicial. con la tarea de garantizar la suprcmacia constilucioÍal y la vigencia plena
dc ios derechos l'undamcntalcs.

2. I-a l,ey !undamental de 1979 estableció que el Tribunal dc Garantías

Constitucion¿les era un órgano de control de la Co¡stitución, que tenia j urisdicciót
cn todo el terito¡io nacional para conocer, e \,ía de casación, de los habeas corpu'

). amparos dcnegados por e1 Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no

constituia una instancia habilitada para fall¿u en lo¡ma delinitjva sobre la oausa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los

dcrcclro. rer.,noiido. en lir ('on5litucion.

3. En ese sentido, la Lcy 23385, Ley Orgánica del l¡ibunal de Garantias
Constilucionales, vigente en cse momento, esubleció, en sus articulos 42 al 46, que

dicho órgano, al encon¡¡ar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicado en fbrma errada o ha incur¡ido eD graves vicios procesales en la

tramitación y resolución de la demanda, proccderá a casar la sentencia y. luego de

señalar la dellciencia, devolvcrá los actuaclos a la Corte Suprema de Justicia de la
República (rcen\'ío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamicnlos,
prooedimiento que, a todas luccs, dilataba en exceso los procesos constitucionales
nlencionados.

4. El modelo de tutela ante amcnazas ,v vulneración de derechos fue seriamcnte
modilicado en la Clonstitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mccanismos de iutela de dos a cuatro, a sabet, habeos cotpus, amparo, habea"^ ddta
y acoiór'r de cumplimiento. !n scgundo lugar, se crea al TribL¡nal Constitucional
como órgano de control dc la constituoionalidad, aun cüando la Constitución lo
calillca e¡róncamentc como "ó¡gano de control de la Constitución". No obstante, en
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materia dc procesos constitucionalcs de la libertad. la Constituoión establece que el

l ribunai Constitucional es inslancia de revisión o 1á11o.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202. inciso 2,

prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úlfima y
deli,lit¡va ¡nslanc¡tt, la"'resoluciones denegatorias dicfddas en los ptore<ot ie
hobcas corpus, dmpctro, habeat data y dcción de cumplitúiento". Esta disposición
constitucioÍal, desdc una posición de lianca tutela de los derechos fundamentalcs.
exige que cl 'lribunal Constitucional escucl']e y evalúe los alegatos de quicn se

cstima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la CoÍstitr¡ción, como son el principio de

del'ensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y dcl Estado (artículo l), y "la obset\uficid del debido proceso y tutela

iurisdiccíondl. Nifigufia petsona puede ser desviada tle l.¡ jurisdícción
pred¿termind.la por la ley, ni sometida a procedimiento distinlo de los prevíamente
e-\¡dblecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccíonales de excepción i lol
comisiones especiales crcadas al el¿clo cualquiera sed s1t denominación",
consagrada en cl a¡tículo 139, inciso 3.

6- Como se advicrtc, a dilerencia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el

acccso a la última instancia constitucional ticne lugar por ia via del cerliotar¡
(Suprema Corte de los Estados [Jnidos), en el Perú el Poder Constituyentc optó por
un órgano supremo de inlerpretación de la Constitución capaz de ingresar al tbndo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de sü de¡echo cn scdc del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que

está en discusión cs la supuesla amenaza o lesió¡ de un derccho fundamental, se

dcbe abrir la vía conespondienle para que el 'lribunal Constitucional pueda

pronunciarse. Pero la ape um de esta via solo se produce si se permite al
plrticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un ponnenorizado
¿n¡li.is de lo que se pretende. dc Io quc .c inr nc¿.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la del'ensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los de¡echos lündamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
árhitrariedad

I iltilfliiltxllililt ]il
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¡ll, DERLcuo A sxR oiDo coMo MANTFEST^CIó\ DE L^ 0EMOCRATIZACIóN DE l,os
PRocltsos Coñ"s- '[t]ctoNALf,s DE L^ LtBERtAD

8. La administración de justicia coüstitucional de la libenad quc brinda el Tribunal
Conslilucional, desde su creación, es respctuosa, como corresponde. del derecho de
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defensa irhercnte a toda persona, cuya manil¡stación prina a es el derecho a ser

oÍdo con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

delerrninen sus dcrcchos, inte¡eses y obligacioncs.

1 l. Cabc añadir que Ia participación directa de las pa¡tes, en defensa de sus iítereses,
que se concede en la audicncia de vista, támbién constituye un elemcnto que

democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiria sobre la esfcra de interés de

una pcrsona sin permitirle alegar lo corespondiente a su favor, lo que resuluría
cxcluyenle y antidemoc¡ático. Además, el T¡ibunal Constitucional tiene el deber
ineludible de oplimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
a¡gumentos que justifican sus decisiol1es, porque el Tribunal Constilucional se

legilima no por ser un lribL¡nal de justicia, sino por la justicia de sLLs razones, po¡
expresar dc modo suficicnte las ¡azones de derecho y de hecho ¡elevantes en cada

caso que resuelve.

12. hn csc sentido, la Coñe Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el

dc¡ccho de defensa'\bliga al Estado u trutar al indiN¡duo en todo momento como
un vardodero sujeto Llel proceso, en el más amplio sentido de este concepb, y no
siúpleñ¿ntc como objeto del mismo"t, y rlue "pdtu que exisl.¡ debido proceso legal
er^ pre.iso que un jusliciable puedd hdcer ralet sus detechotj y defender sus

interetes en fort a efeclira y en condic¡ones de igualdad procesal con olros
justictubles'¿ -

I Coñe IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pá¡rafo 29.
t Co.tc IDIL Caso Ililai¡e, Constantine y Be¡ljamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l de junio de 2002, pánafo 146.

flr\

9. Prccisamente. mi alejamiento respecto a Ia emisión de ura ¡esolución constitucional
sin realizarse audiencia dc vista está relacionado co¡ la dcfensa, Ia cual, sólo cs

ei'ectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera estrita y
oral, los argLuneütos pe¡tinentes, concretándose el principio de inmediacion que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
polestad de administrar justicia constituye una manifestación dcl poder que el

Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oido con las debidas garantias.
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N^TtrR^LEZ^ PRocEsaI- DEL IIECURSo DE AcRAvto CoNSTITtic¡ol\^L

13. I.ll modelo de "instancia de f'allo" plasnrado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el 'fribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal cs su intérprele supremo, pero no su rcformador. toda
vez que como órgano constituido lambién está sometido a la Constitución.

l¿1. Cuando se aplica a u11 proccso constilucional de la libeñad la dcnominada
"sente¡cia i¡terlocutoria", el recurso de agravio constitucional (l{AC) pierde su

vcrdadera esencia ju¡¡idica, ya qr¡e el Tribunal Constitucional no tiene competenci¡
para "revisar" ni mucho me¡os "recalificar" cl recurso de agravio constilucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'Iribunal Constilucional ¡o "concede" el rcculso. Esta cs una competencia de ia
Sala Superior del Poder Judicial. Ai l ribunai lo que le corresponde es conocer del
RA(l y pronunciarse sobre el lbndo. Por e¡de, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho reculso. sino por el contrario de "conocer" Io que la pafie alega
como ur agrar in quc le cau.¿ indefinsiun.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocuto a" establece como supuestos para su

aplicación lóm1ulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere se¡ aclarado, justiñcado y concretado en supuestos especilicos, a saber.
idcntilicar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el enpleo de la precitada sentencja cn arbitrario, toda vez que se podría
al'cctar, entre otros, el derecho fundamental de del¡nsa, en su manifeslació¡ de ser
oickr con las debidas garanlías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad. afectando notablemente a los justiciablcs. quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el T bunal Constitucional antes de presentar su

rcspectiva demanda.

17. Por lo demás. mutufis m fandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-201,1-P^/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otrcs
i'allos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentcncia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reañrmación de la naturalcza
procesal de los procesos constitucionales dc la iibcrtad (suplcto¡icdad, vía pre!ia.
vias paralelas, litispcndcncia, invocación del de¡ccho constitucional líquido y
clcrto, elc.).

18. Sin embargo. el hccho de quc los procesos constitucionalcs de la libe¡tad sea¡ de

una naturaieza procesal distinta a ia de los procesos ordinarios no constiluye un
motivo para que se pueda desviñuar la esencia principal del recurso de agrario
constitucional.
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19- Portanto, si se tiene en cuenta que la justicia en scde constitucional representa la
úhima posibilidad para p¡oteger y rcpamr los derechos fundamentales de los
agmviados, voto a lavor dc quc en cl p¡esente caso se convoque a a¡.rdiencia pa¡a la
vista, lo quc garantiza que el Tribunal Constilucional, en taÍto instancia última y
def-rnitiva, sea Ia adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos escncialcs cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agolada la via cons¡itucional, al justiciablc
solo le queda el carnino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
hLlmanos.

20. Como alirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la delensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una del¡nsa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la prestación ju sdiccional, cada cr¡al al defender su derecho
cstá defe[diendo c1 de los demás y el de la comunidad que resu]ta oprimida o
envilecida sin 1a protección j udicial autén1ica".

ililtililillllllill ll ll
llxP. N." 03 625-20 t 7-PA/TC
LIMA
DIONICIO RAMOS CABRERA

:i

FERRERO COSTA n\w1 Lo

TRIBUNAL CONSTIf UCIONAL

I


